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	Imputado: 
	Omir Andrés Coy Ramírez 

	Cédula de ciudadanía:
	9.698.434 de Anserma (Cdas.)

	Delito:
	Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego

	Víctima:
	La Seguridad Pública

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta tanto por la Fiscalía como por la Defensa, contra el auto proferido en junio 5 de 2018, por medio del cual se improbó un preacuerdo. SE REVOCA


TEMAS:
PORTE DE ARMAS DE FUEGO / PREACUERDO / LEGALIDAD / CAUSALES PARA IMPROBARLO / MARGINALIDAD / NO DA LUGAR A DEBATE PROBATORIO NI EXIGE DEMOSTRAR LA CAUSAL / CAMBIO DE PRECEDENTE VERTICAL.
El asunto que concita la atención de la Corporación se contrae básicamente a determinar si el preacuerdo celebrado entre el ente persecutor y el procesado debidamente asistido transgrede el principio de legalidad como lo anunció la señora juez a quo, o si, por el contrario, no viola garantía fundamental alguna y se impone su aprobación como lo pide tanto la fiscal como el defensor recurrentes.  (…)
Para dilucidar lo anterior, debemos recordar que la ley 906/04 en los artículos 348 a 354 regula los preacuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el imputado o acusado, y se concreta en cuatro beneficios: (i) conceder un descuento de la pena –según la etapa en que se encuentre el proceso-; (ii) eliminar un cargo específico; (iii) eliminar una causal de agravación; o (iv) tipificar la conducta de manera más leve.

Ahora bien, el inciso 4 del artículo 351 C.P.P. dispone que los preacuerdos celebrados entre la Fiscalía y acusado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías fundamentales, las cuales se puede identificar según la ley y la jurisprudencia para efectos de improbar un preacuerdo…
… queda claro sin lugar a discusión alguna, que la CSJ ha advertido que el reconocimiento de la circunstancia de marginalidad en un preacuerdo no da lugar a debate probatorio, y por ello no existe la obligación de demostrar así sea con prueba mínima la causal de disminución de pena a la que aquí se hace referencia. 

Retomando el caso en discusión, se tiene que la Fiscalía acordó con el señor OMIR COY reconocer la circunstancia de marginalidad contenida en el artículo 56 C.P. a cambio de que este aceptara los cargos de manera libre y voluntaria, lo que efectivamente acaeció en noviembre 28 de 2017. No obstante, ante la falta de elementos que demostraran tal situación la funcionaria de primer nivel improbó el preacuerdo. Y si bien fundó su decisión en la providencia de esta Corporación de fecha abril 19 de 2018, misma que se repite fue objeto de posterior examen por vía de tutela, la realidad enseña que ese pronunciamiento ya no podrá servir para edificar sobre él una determinación que acompañe lo decido en este asunto por la funcionaria de conocimiento, por haber perdido vigencia.
¿Fue correcta la decisión del Juzgado A quo de revocar el permiso administrativo de 72 horas que le fuera reconocido a la condenada el 7 de junio de 2017, por cuanto en esa oportunidad por un error se omitió revisar que la sentenciada se cumpliera con los requisitos exigidos por el # 5º del art. 147 de la Ley 65 de 1993?
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                                                                                                   RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL
Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, veintitrés (23) de octubre de dos mil dieciocho (2018)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 941
  SEGUNDA INSTANCIA

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

1.1.- En el escrito de acusación se dejó consignado lo siguiente: 

“Mediante informe de Policía de vigilancia en casos de captura en flagrancia del 24 de junio de 2016, refieren que siendo las 18:28 horas, policiales que patullaban por la Mz 3 del barrio Santiago Londoño de Dosquebradas, escuchan detonaciones de un arma de fuego, por lo que proceden a verificar lo ocurrido. Es entonces cuando observan a una persona que vestía una camisa morada y jean azul, quien portaba un arma de fuego en sus manos, sujeto que al notar la presencia de los uniformados corre e ingresa a la casa número 11 de la Mz 3 del referido barrio, por lo que procedieron a seguirlo e ingresar al referido inmueble con el previo permiso de la moradora de la residencia. Ya al interior de la residencia van hasta la habitación donde estaba la persona antes vista, lugar donde sobre un closet se encuentra un arma de fuego tipo revólver sin el respectivo permiso para su porte o tenencia; por lo que procedió a privar de la libertad a la persona que la portaba, a quien se les leyeron sus derechos y fue dejado a disposición de la Fiscalía para su vinculación a la investigación.

Obra informe investigador de laboratorio de balística del C.T.I. de Pereira, de fecha 25 de junio de 2016, suscrito por el perito David Emilio Amaya Vásquez, quien sobre el estudio realizado al arma en mención y sus características dijo: “(…) El revólver marca Smith & Wesson, calibre .38 Special, sin serial de identificación, es de fabricación industrial con marca registrada, se encuentra APTA para realizar disparos y no tiene accesorios ni dispositivos especiales […]”

1.2.- A consecuencia de lo anterior se llevaron a cabo ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.), las audiencias preliminares de legalización de captura y formulación de imputación (junio 25 de 2016), audiencia en la cual se le atribuyó al procesado OMIR COY, en calidad de autor y a título de dolo, la conducta consagrada en el artículo 365 del C.P., bajo el verbo rector de “portar”, cargo que el indiciado NO ACEPTÓ. A continuación se dispuso la libertad del procesado por cuanto la Fiscalía no elevó solicitud de audiencia para la imposición de medida de aseguramiento. 
1.3.- Ante la no aceptación de cargos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (noviembre 21 de 2016) cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) en el que se le atribuyeron idénticos cargos al enjuiciado. Se llevó a cabo la audiencia de formulación de acusación (marzo 02 de 2017), y luego de varios aplazamientos se celebró audiencia preparatoria (noviembre 28 de 2017), momento procesal en el cual la Fiscalía indicó que había llegado a un preacuerdo con el procesado OMIR COY. En tal sentido expuso que el procesado aceptaba los cargos formulados y a cambio se le reconocía la circunstancia de marginalidad -art 56 CP- para una pena a imponer definitiva de 24 meses de prisión. El acusado aceptó de manera libre, consciente y voluntaria su responsabilidad en la conducta endilgada. 

1.4.- Por parte de la titular del juzgado de conocimiento y luego del análisis de fondo respectivo, en audiencia celebrada en noviembre 28 de 2017 se procedió a improbar la referida negociación con fundamento en los siguientes argumentos:

- En el caso bajo radicado 2017-00044 -por similar delito de porte ilegal de arma- el despacho improbó un preacuerdo en iguales condiciones a las aquí planteadas, como quiera que la Fiscalía reconoció la circunstancia de marginalidad. En esa oportunidad se consideró que si bien la Fiscalía tenía la libertad de realizar negociaciones, estas no se podían convertir en dadivas para el procesado, cuando el ente acusador contaba con elementos necesarios para llevarlo a juicio. Decisión confirmada por esta Sala de Decisión Penal en providencia de abril 19 de 2018 con ponencia del Dr. MANUEL YARZAGARAY BANDERA.

- El ad quem señaló que le corresponde al juez para efectos de aprobar o improbar un preacuerdo verificar las siguientes circunstancias: (i) que no haya vicios del consentimiento al momento de allanarse a los cargos, es decir, que la aceptación sea libre, consciente y voluntaria y con el debido asesoramiento del defensor; (ii) que el preacuerdo sea respetuoso de los fines que filosóficamente justifican su existencia; (iii) que el preacuerdo en la negación sea respetuoso de los principios que orientan el derecho de legalidad -no puede existir duda alguna sobre la adecuación típica de la conducta objeto del convenio-; (iv) que exista un mínimo probatorio que desvirtúe la presunción de inocencia que le asiste al procesado, y en este caso el señor COY fue capturado en flagrancia porque existe un informe que señala que el arma es funcional y el procesado no cuenta con permiso para portarla, es decir, se dan los medios de prueba necesarios para proferir una sentencia condenatoria; (v) verificar si hubo afectación al patrimonio económico -artículo 349 del C.P.P.-, pero en este caso por la naturaleza del delito no hay afectación alguna en tal sentido; (vi) que no se conceda más de dos beneficios; y (vii) que exista coherencia entre el núcleo fáctico y la calificación jurídica de los hechos; sin embargo, en el preacuerdo que se analiza sí existe reparo en la circunstancia modificadora de los limites punitivos.

- No se desconoce la autonomía de la Fiscalía para aplicar un atenuante, pero en este caso concreto se reconoce un atenuante de marginalidad, y no se hace una distinción si es por ignorancia o por pobreza extrema. La jurisprudencia ha advertido que debe existir una prueba mínima que demuestre el atenuante.

- Si el legislador agravó la pena de porte ilegal de armas de fuego es porque dicha conducta pone en riesgo otros bienes jurídicos. 

- El preacuerdo no está ajustado a la legalidad y no cumple los postulados del artículo 348 C.P.P.
Inconformes con la determinación adoptada, tanto la Fiscalía como la defensa procedieron a su impugnación.
2.- Debate

2.1.- Fiscalía –recurrente-
Pide se revoque la decisión y se apruebe lo acordado, e indica que  el precedente citado por la señora juez de primer nivel para negar el preacuerdo que ahora nos ocupa es un caso diferente, toda vez que el Tribunal lo analizó en sede de tipicidad, y contrario a ello improbó el preacuerdo porque consideró que se estaba otorgando un rebaja muy alta; pero además, la Fiscalía se había equivocado en la adecuación típica del comportamiento al considerar que no se trataba de un disparo a vehículo sino una tentativa de homicidio, con lo cual, al darse vía libre a la circunstancia de marginalidad reconocida se estaba concediendo un doble beneficio.

La captura del señor COY RAMÍREZ se da en una situación de registro de rutina, y no se puede decir que se trata de una persona que se dedica a una actividad ilícita. Por tal motivo, se ofreció como único beneficio la circunstancia de marginalidad, y no es obligación de la Fiscalía indicar cuál circunstancia se reconoce –marginalidad, ignorancia o pobreza extrema-, ya que cuando se trata de preacuerdos la Fiscalía tiene discrecionalidad, y así lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia en sentencia de tutela con radicado 98078 de abril 26 de 2018.
2.2.- Defensor -recurrente-

No comparte el criterio de la funcionaria al negar el preacuerdo y solicita se revoque la determinación de primera instancia. 
Señala que el preacuerdo se improbó en atención a los límites punitivos que se están concediendo al conferirse un atenuante -marginalidad-, pero la jueza sustentó su decisión en un pronunciamiento de la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira que en este caso no se aplica, toda vez que en esa oportunidad lo que se advirtió fue una inadecuada calificación jurídica. 
En sentencia 5498 de abril 26 de 2018, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia hizo referencia a varias decisiones donde se indica que la Fiscalía tiene discrecionalidad en las negociaciones y no está llamada a hacer un análisis o una demostración sumaria para efectos de llegar al preacuerdo. Y además señaló que la adecuación típica que el ente acusador haga es de su fuero, y no puede ser censurada por el juez o por las partes. Desde luego a la Fiscalía no le es permitido crear tipos penales, pero en este caso no se han vulnerado garantías fundamentales, y no hay vicio del consentimiento que permita invalidar el preacuerdo. 

Concluye que no le es permitido a la funcionaria de conocimiento hacer valoraciones subjetivas. 
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906/04 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395/10-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Corporación se contrae básicamente a determinar si el preacuerdo celebrado entre el ente persecutor y el procesado debidamente asistido transgrede el principio de legalidad como lo anunció la señora juez a quo, o si, por el contrario, no viola garantía fundamental alguna y se impone su aprobación como lo pide tanto la fiscal como el defensor recurrentes.
3.3.- Solución a la controversia

De la situación fáctica esgrimida por la Fiscalía se tiene lo siguiente: el 24 de junio de 2016 a las 18:28 horas una patrulla de la Policía Nacional que transitaba por la manzana 3 del Barrio Santiago Londoño del municipio de Dosquebradas escuchó detonaciones de un arma de fuego, por lo que procedieron a verificar lo ocurrido y observaron a una persona que portaba un arma de fuego en sus manos. Al notar la presencia de los uniformados emprendió la huida e ingresó a la casa No 11 de la manzana 3 del referido barrio, lugar de habitación al que ingresaron los gendarmes previa autorización de la moradora. Ya al interior de la residencia capturaron el ciudadano OMIR COY portando el arma de fuego.
El disenso de la Fiscalía y la defensa en relación con la decisión adoptada por la funcionaria a quo, radica en que de conformidad con los pronunciamientos jurisprudenciales en torno al tema de los preacuerdos, es viable que por parte de la Fiscalía se conceda una circunstancia de atenuación que modifique los límites punitivos, como acá ha tenido ocurrencia, al acordarse el reconocimiento de la marginalidad dispuesta en el artículo 56 del C.P., sin ser necesario un mínimo probatorio que demuestre tal situación, máxime cuando lo pactado no comporta la vulneración de derechos y garantías fundamentales.
Para dilucidar lo anterior, debemos recordar que la ley 906/04 en los artículos 348 a 354 regula los preacuerdos y negociaciones entre la Fiscalía y el imputado o acusado, y se concreta en cuatro beneficios: (i) conceder un descuento de la pena –según la etapa en que se encuentre el proceso-; (ii) eliminar un cargo específico; (iii) eliminar una causal de agravación; o (iv) tipificar la conducta de manera más leve.
Ahora bien, el inciso 4 del artículo 351 C.P.P. dispone que los preacuerdos celebrados entre la Fiscalía y acusado obligan al juez de conocimiento, salvo que ellos desconozcan o quebranten las garantías fundamentales, las cuales se puede identificar según la ley y la jurisprudencia para efectos de improbar un preacuerdo, así: (i) cuando no exista un mínimo de prueba para condenar; (ii) cuando razones de justica aconsejan absolver a pesar de la aceptación de cargos; (iii) cuando existen vicios en el consentimiento en el acusado al momento de aceptar los cargos; (iv) cuando se confiere más de un beneficio; (v) cuando se desconocen las prohibiciones legales de descuentos en las penas; (vi) cuando hay un incremento patrimonial en el procesado y no se garantiza su reintegro; y/o (vii) cuando la víctima no es escuchada por el fiscal al momento de la negociación.

De lo anterior se desprende que el juez de conocimiento puede ejercer un control legal y constitucional a los preacuerdos que le son puestos en consideración, con el fin de que se respeten las garantías fundamentales de las partes e intervinientes en el proceso penal; sin embargo, no ha sido unificada la jurisprudencia en cuanto al control material que puede realizar el juez a dichas negociaciones.
Sobre el control material se tienen dos posturas: la primera de ellas señala que la intervención judicial es necesaria y correcta con el fin de no truncar el principio de legalidad, es decir, que el juez no puede ser un mero árbitro –sentencias C-1195/15, C-1260/05, CSJ SP 14464/05, CSJ SP 27759/07, CSJ SP 25724/06, CSJ SP 25713/07, CSJ SP 29979/08, CSJ SP 25743/06 y 29117/08-; en tanto la segunda advierte que el juez de conocimiento está obligado a aceptar el acuerdo presentado por la Fiscalía, salvo que se desconozcan o quebranten garantías fundamentales, como quiera que el fiscal es el dueño de la investigación y es quien determina el alcance de los hechos – sentencias CSJ SP 39892/13, CSJ SP 37951, CSJ SP 42184/14, CSJ STP 70392/13, CSJ STP 70712/13, CSJ STP 72092/14, CSJ SP 40871/14 y CSJ SP 42184/14-. 
Como antecedente se tiene que la Corte Suprema de Justicia en principio acogía la tesis número uno, sin embargo, en sentencia SP 39892/13 de febrero 06 de 2013 cambió su posición frente al tema y sostuvo en contrario:

“1. La jurisprudencia ha trazado una línea de pensamiento, conforme con la cual la acusación (que incluye los allanamientos y preacuerdos que se asimilan a ella) estructura un acto de parte que compete, de manera exclusiva y excluyente, a la Fiscalía, desde donde deriva que la misma no puede ser objeto de cuestionamiento por el juez, las partes ni los intervinientes, con la salvedad de que los dos últimos pueden formular observaciones en los términos del artículo 339 procesal.

Lo anterior, porque la sanción para una acusación mal planteada y sustentada, como sucede con cualquier acto de parte, está dada porque al finalizar el juicio la misma no habrá de prosperar.

En esas condiciones, la adecuación típica que la Fiscalía haga de los hechos investigados es de su fuero y, por regla general, no puede ser censurada ni por el juez ni por las partes.

2. Lo anterior igual se aplica en temas como la admisión de cargos y los preacuerdos logrados entre la Fiscalía y el acusado, que, como lo ha dicho la jurisprudencia, son vinculantes para las partes y el juez, a quien se le impone la carga de proferir sentencia conforme lo acordado o admitido, siempre y cuando no surja manifiesta la lesión a garantías fundamentales (auto del 16 de mayo de 2007, radicado 27.218).”

Es evidente por tanto que respecto del control material que puede ejercer el juez de conocimiento a los preacuerdos existen dos posturas antagónicas; no obstante, como quiera que la Corte Suprema en reciente sentencia de tutela STP 8634/18 de junio 28 de 2018 -en una acción constitucional contra este Tribunal por un tema análogo- ratificó la tesis número dos, la Corporación se ve forzada a acoger el criterio de nuestro superior funcional. La referida providencia señala:

“A título de ejemplo, en la decisión CSJ SP, 14 de Jun de 2017, Rad. 47630 se señaló que una posibilidad de violación de garantías fundamentales con repercusiones sustanciales «corresponde a la comprobación de situaciones objetivas que, sin modificar los enunciados fácticos que por virtud del acuerdo de culpabilidad se entienden admitidos por el acusado, comportan una evidente imposibilidad de declarar la responsabilidad, en los términos exigidos por el derecho penal sustantivo (art. 9º inc. 1º C.P.). Por ejemplo, cuando la conducta atribuida al procesado deviene atípica o carece de antijuridicidad en sentido material, eventualidades conculcadoras del debido proceso en su componente de legalidad
, por imposibilidad de adecuar los hechos a un tipo de injusto».  

En la sentencia mencionada la Sala concluyó, en un caso similar al aquí estudiado, que el Tribunal Superior de Bogotá quebrantó el debido proceso en su estructura -abreviada- y afectó la garantía de imparcialidad, al realizar un nuevo juicio de adecuación típica desconociendo el preacuerdo que consignó como única contraprestación ofrecida al procesado el reconocimiento de la diminuente contemplada en el artículo 57 del Código Penal, pese a que de la imputación fáctica no se advierte ningún supuesto constitutivo de ira e intenso dolor.

De otra parte, en relación con el reconocimiento de la circunstancia de marginalidad o de pobreza extrema que afecta la calificación jurídica, la jurisprudencia ha precisado que por tratarse de un preacuerdo no hay lugar al debate probatorio y, por ello, no existe la obligación de demostrar la causal de disminución de pena. 

En otras palabras, estableció que no existe ninguna norma de carácter legal o constitucional que imponga a la Fiscalía la obligación de probar la causal de atenuación punitiva otorgada como contraprestación a la aceptación de cargos, en razón a que:

«[E]sta sería una exigencia contraria a la lógica misma del instituto, en tanto, si de verdad apareciese plenamente probada la circunstancia que obliga aminorar la sanción, lo pertinente no es otorgarla en el preacuerdo como único beneficio, sino reconocerla al interior del espectro de tipicidad propio de la acusación y el fallo.» CSJ SP, 15 Oct 2014, Rad. 42183.
Dicha postura ha sido ratificada en varios fallos de tutela, mediante los cuales se concedió la protección del derecho fundamental al debido proceso, al constatarse la injerencia indebida del juez en las funciones propias del fiscal (CSJ STP, 10 Mar 2016, Rad. 84761, CSJ STP, 9 Feb 2017, Rad. 90162 y CSJ STP, 26 Jul 2017, Rad. 93162).
Igualmente, en sede de casación se ha mantenido el mismo criterio en los pronunciamientos CSJ SP, SP 24 Feb 2016, Rad. 45736; SP 1 Jun 2016, Rad. 46101; SP 25 Ene 2017, Rad. 48293 y SP 14 Jun 2017, Rad. 47630.”

La anterior decisión fue confirmada en sentencia de fecha julio 27 de 2018 por parte de la Sala de Casación Civil de la Corte, y al respecto se expresó:
“3. Establecido lo anterior, se observa que en el caso bajo estudio, el tribunal convocado desconoció la materia demarcada en la citada jurisprudencia, al exigir una “carga probatoria mínima” para que la “circunstancia de marginalidad” pactada en el memorado preacuerdo tuviera vocación de prosperidad, pues, como lo señaló la Sala de Casación Penal, la negociación surgida entre fiscalía y procesado, únicamente admite el control sustancial cuando afecta garantías fundamentales de los intervinientes en la causa criminal. 

En relación con la aplicación del precedente, la Corte Constitucional ha adoctrinado: 

“(…) es importante resaltar que la jurisprudencia ha distinguido entre precedente horizontal y precedente vertical para explicar, a partir de la estructura orgánica del poder judicial, los efectos vinculantes del precedente y su contundencia en la valoración que debe realizar el fallador en su sentencia. En este sentido, mientras el precedente horizontal supone que, en principio, un juez –individual o colegiado- no puede separarse del precedente fijado en sus propias sentencias; el precedente vertical implica que los jueces no se pueden apartar del precedente establecido por las autoridades judiciales con atribuciones superiores, particularmente por las altas cortes (…)”.

“(…) La Corte ha señalado que las autoridades judiciales que se apartan de la jurisprudencia sentada por órganos jurisdiccionales de superior rango sin aducir razones fundadas para hacerlo, incurren necesariamente en violación del derecho a la igualdad, susceptible de protección a través de la acción de tutela […]”
 (negrillas propias).
4. Así las cosas, no existe duda, la decisión atacada en esta senda, configura una auténtica “vía de hecho”, por vulnerar derechos fundamentales del petente”.

Desde luego esta Corporación no desconoce que en decisiones anteriores ha realizado un control a los preacuerdos respecto al principio de legalidad, entre otras, en providencia de abril 19 de 2018 con ponencia del Magistrado MANUEL YARZAGARAY BANDERA, por medio de la cual se confirmó una decisión precisamente del Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas por medio de la cual también se había improbado un preacuerdo en iguales condiciones a las aquí planteadas, como quiera que la Fiscalía en esa oportunidad reconoció la circunstancia de marginalidad sin contar con el mínimo elemento que demostrara tal atenuante; empero, esa decisión es precisamente la sometida a debate constitucional mediante acción de tutela que resolvió la Corte Suprema de Justicia y de la cual se ha hecho referencia en el acápite anterior.

Así las cosas, queda claro sin lugar a discusión alguna, que la CSJ ha advertido que el reconocimiento de la circunstancia de marginalidad en un preacuerdo no da lugar a debate probatorio, y por ello no existe la obligación de demostrar así sea con prueba mínima la causal de disminución de pena a la que aquí se hace referencia. 

Retomando el caso en discusión, se tiene que la Fiscalía acordó con el señor OMIR COY reconocer la circunstancia de marginalidad contenida en el artículo 56 C.P. a cambio de que este aceptara los cargos de manera libre y voluntaria, lo que efectivamente acaeció en noviembre 28 de 2017. No obstante, ante la falta de elementos que demostraran tal situación la funcionaria de primer nivel improbó el preacuerdo. Y si bien fundó su decisión en la providencia de esta Corporación de fecha abril 19 de 2018, misma que se repite fue objeto de posterior examen por vía de tutela, la realidad enseña que ese pronunciamiento ya no podrá servir para edificar sobre él una determinación que acompañe lo decido en este asunto por la funcionaria de conocimiento, por haber perdido vigencia. 

De ese modo, al haber variado sustancialmente la realidad jurídica con las actuales posiciones del órgano de cierre, es del caso concluir que el juez de conocimiento no puede obligar al ente persecutor a demostrar mínimamente la circunstancia de atenuación punitiva, y como en el presente trámite eso fue lo sucedido, no queda otro remedio que decretar la revocatoria del proveído materia apelación y en su caso disponer que se profiera el correspondiente fallo acorde con los términos del preacuerdo.
Ahora, el preacuerdo presentado por la Fiscalía ofreció como único beneficio la atenuación punitiva del artículo 56 C.P., y si bien la Fiscalía bajo el criterio de la H. Corte Suprema de Justicia no está en la obligación de acreditar dicha condición, es importante precisar que no en todos los asuntos de negociación puede reconocerse alguna circunstancia que modifique el limite punitivo si dicho beneficio es abiertamente contrario e incompatible con los hechos que rodean el caso en particular. Pero, importa resaltarlo, en el presente asunto sí se puede inferir alguna circunstancia de ignorancia o pobreza extrema, como quiera que de lo narrado en el escrito de acusación se desprende que lo ocurrido acaeció en un barrio popular del municipio de Dosquebradas (Rda.), y al señor OMIR COY no le endilgaron otra conducta diferente a la del porte ilegal de arma de fuego. Por demás, no existe referencia en el sentido que al momento de su captura hubiera realizado otra actividad ilícita o estuviera en actos previos hacia su comisión. De igual modo, no presenta antecedentes penales que pudieran ser indicativos de una personalidad proclive a la ilicitud que ahora se le enrostra.

ANOTACIÓN FINAL

Como quiera que la funcionaria de primer nivel adoptó su determinación con fundamento en una decisión precedente de esta Corporación, a cuyo efecto queda claro que quiso ceñirse a los parámetros que estaban definidos para ese momento, y es apenas de justicia no consignar ningún reproche respecto a su forma de proceder, y en consecuencia no habrá lugar a una calificación desfavorable con ocasión de esta revocatoria.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, REVOCA la determinación adoptada por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), y en su lugar se dispone la aprobación del preacuerdo en los términos en que fue confeccionado por las partes. La funcionaria a quo debe proferir el fallo en consonancia con la negociación así convalidada. 

Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
	� Cfr., por ejemplo, CSJ SP 8 jul. 2009, rad. 31.531 y SP 14 ago. 2012, rad. 39.160. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-446 de 2013. 





Página 10 de 10

